Carátula 


(Ingresan a Sala los representantes de la Asamblea Afrodescendiente) 


-La Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión tiene mucho gusto en recibir a los 
representantes de la Asamblea Afrodescendiente, quienes nos han solicitado audiencia: las señoras 
Carina Moreira y Noelia Maciel y los señores Orlando Rivero y Andrés Urioste. 


Tengan en cuenta de que disponemos de unos veinte minutos en total, por lo que sería 
bueno que hicieran una exposición inicial de ocho o diez minutos para darnos oportunidad de preguntar 
y que nos puedan responder. 


SEÑOR RIVERO.- Ante todo, quisiera agradecer a los señores Senadores por recibirnos, aunque 
somos bastante asiduos a esta Comisión. A su vez, me gustaría repartir un material que incluye las 
recomendaciones de las Naciones Unidas al Estado uruguayo con respecto a la erradicación de la 
discriminación racial. 


La primera instancia en que tuvimos contacto con la Comisión -el señor Senador Solari abrió 
las puertas para nuestro vínculo con ustedes- fue en el momento en que habíamos hecho la denuncia 
de desviación de lo que era el Plan de Oportunidades y Derechos de la Ciudadanía Afrouruguaya y 
que, por derivación y -probablemente- porque asumimos una decisión política, terminó siendo el Plan 
Nacional contra el Racismo y la Discriminación, que se encuentra bajo la égida de la Dirección 
Nacional de Derechos Humanos del Ministerio de Educación y Cultura. En ese entonces planteamos 
una denuncia formal, pública, que de alguna manera retrasó el comienzo del Plan, por lo que era el 
segundo proyecto que se trabajaba con respecto a la población afrodescendiente en nuestro Gobierno. 
Esa decisión no fue clara y también tuvo algunos manejos en el proyecto de presentación a la 
cooperación española, además de sufrir una cantidad de modificaciones. Recuerdo que en dicha 
oportunidad pudimos hablar con el doctor Miranda, Director Nacional de Derechos Humanos, y 
conversamos bastante con respecto a la veracidad de la denuncia y, por otro lado, con relación a 
nuestra necesidad acerca de que ese proyecto se cumpliera bajo los regímenes que habían sido 
presentados desde la Dirección. A partir de la mencionada denuncia tomamos contacto con la 
Comisión, pero hasta el día de hoy no hemos obtenido respuesta de nadie con respecto a ese planteo 
de desviación por el proyecto al que hice referencia. En lo que tiene que ver con el otro proyecto que 
se menciona, como plan que se está implementando en este momento, mi compañero hará referencia 
a él más adelante. Todo ese proceso nos llevó a fortalecer algunos principios de trabajo que teníamos 
con relación al Gobierno, es decir, aquellas políticas públicas directamente relacionadas con la 
erradicación de la discriminación racial, con el combate al racismo pero, fundamentalmente, con los 
derechos y las oportunidades de la comunidad afrouruguaya. En el informe alternativo que 
presentamos en Ginebra, ante las Naciones Unidas, expresamos que hay un retroceso importante a 
nivel nacional con respecto a este tema. Un ejemplo de ello es que toda América Latina está 
celebrando -bien o mal- el año internacional para las personas afrodescendientes y nuestro país 
todavía no ha tomado posición al respecto. Además, las acciones públicas que se estaban llevando 
adelante han retrocedido, de once espacios -creados formalmente en el año 2005, aunque sin 
presupuesto- a básicamente dos, de los cuales uno ha desaparecido: la Sección de Asuntos para 
Afrodescendientes relacionada, en un principio, directamente al Plan y a los ejes de trabajo a nivel de 
Derechos Humanos en el Ministerio de Educación y Cultura. Esto nos preocupa mucho. También 
consideramos que “política” se hace de hecho y hasta por omisión; entonces, esa decisión que se está 
tomando y que, de alguna manera, está obstaculizando el desarrollo de una comunidad que abarca 
aproximadamente entre 300.000 y 400.000 personas en Uruguay, perjudica al país. Llegamos a esta 
Comisión con la intención de plantear y articular algunas propuestas, fundamentalmente con el 
Parlamento -que es el corazón de lo que queremos atender, principalmente teniendo en cuenta que 
queremos tener una injerencia en el Poder Legislativo- y, por otro lado, de tratar que esa articulación 
desde el Parlamento se pueda hacer a nivel judicial y ejecutivo. 


SEÑOR URIOSTE.- Quiero decir que este asunto del Plan es una de las recomendaciones específicas 
y se encuentra dentro del documento que entregamos a la Secretaría de la Comisión. Este documento 
contiene 29 recomendaciones, cada una de las cuales es absolutamente específica, legitimada y 
desarrollada por las Naciones Unidas para el Estado uruguayo. Lo insólito es que esta es la mayor 
cantidad de recomendaciones que el Estado uruguayo ha recibido en su historia. Cuando me formé en 


la militancia afro lo hice en otra organización de la cual fui parte y donde se hablaba de las 21 
recomendaciones del 99. En este año -parece una paradoja- el Estado recibe 29 recomendaciones. A 
la ONU le preocupa que no se pase de una cuestión intencional a una cuestión de implementación real 
y, para ello, pide números y resultados. En medio de la situación se encuentra el Plan, que es la mayor 
y más simbólica herramienta institucional de combate contra el racismo que tiene el Estado uruguayo. 
Para nosotros esta es la única herramienta que existe -por eso denunciamos que todo esto empezó 
mal- y que tiene el Estado para justificar su intención de llevar adelante alguna política pública que, 
desde el vamos, está cuestionada. Esta herramienta integra estas 29 recomendaciones sobre la 
Administración Pública y sobre la idea que tiene el Estado de atención a sus minorías y poblaciones 
vulnerables. Es más, la ONU la reconoce como la más importante y voy a leer textualmente la 
Recomendación que corresponde al Plan Nacional contra el Racismo. Dice así :“El Comité exhorta al 
Estado parte a que adopte todas las medidas pertinentes para agilizar el proceso de aprobación y 
aplicación del Plan Nacional contra el Racismo y la Discriminación, en consulta con todos los 
interesados, incluida la población afrodescendiente y las organizaciones indígenas. El Comité 
recomienda también que, en este proceso, el Estado parte tenga en cuenta su Recomendación general 
N2 28, relativa al seguimiento de la Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la 
Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia, así como sus observaciones finales. El Comité pide 
al Estado parte que le comunique, lo antes posible, los progresos realizados al respecto”. Esto tiene 
mucho que ver con lo que estamos denunciando porque, si bien la recomendación es de marzo, desde 
setiembre del año pasado venimos diciendo que el Plan fue mal parido, mal diseñado y que, si se 
seguía con la idea de implementarlo a diestra y siniestra, se generarían problemas. Lo que hoy 
tenemos para comunicar ni siquiera se aproxima a lo que la ONU le reclama al Estado que haga, 
porque lo que estamos diciendo es que el Plan arrancó como lo quisieron sus administradores -mal- y, 
dado el estado en el que se encuentra en este momento, terminará peor. El Plan completó su primera 
fase, la de recabar información mediante la consulta popular y a través de las iniciativas de las 
Asambleas. Lo que se hizo fue ir a las distintas localidades a efectos de generar una instancia colectiva 
que permitiera recabar información desde ese ámbito. Esto fue un absoluto fiasco porque, al no haber 
tomado conocimiento la gente de que el Plan había arrancado, no se involucró. Luego de los 
escándalos del año pasado en los que se hizo público, por parte de las autoridades, que se iba a 
suspender la elaboración del Plan como consecuencia de que habíamos dicho que estaba mal, mucha 
gente no se enteró de que en el mes de febrero había comenzado a funcionar. Es más, muchas 
organizaciones negras -por ejemplo, en lo que compete a nuestra comunidad- no sabían si en realidad 
estaban respondiendo a una invitación para continuar aquello o para volver a discutir sobre el tema. 
Nunca hubo un lanzamiento oficial; nunca se cerró un capítulo para que se abriera otro de una manera 
consensuada. Hasta fines del año pasado participamos de las instancias de negociación y, como 
Asamblea, nos correspondió el deber y el derecho de estar ahí hasta último momento. 
Lamentablemente, no pudimos quedarnos adentro del Plan porque lo que nos propusieron fue 
absolutamente incoherente, tanto desde el punto de vista ideológico como operativo. Fue eso lo que 
expresamos, además de que, si continuaban con la idea de llevarlo a la práctica tal como lo tenían 
pensado, la población afrodescendiente no se iba a enterar y no iba a poder acompañar por estar en 
desacuerdo con la propuesta. Al día de hoy -aclaro que hablamos solamente en nombre de nuestro 
colectivo y no por el resto de los discriminados, entre los que también ocurrió lo mismo aunque los 
motivos fueron otros- la comunidad afrodescendiente no participó amplia y conscientemente de la 
convocatoria a expresar sus problemas con respecto al racismo u otras discriminaciones que pudieran 
darse en diferentes ámbitos de la vida cotidiana. Tan así es, que los propios técnicos que fueron 
seleccionados para participar del Plan y constituir así un elemento analítico, tuvieron sus propias 
resistencias ideológicas para poder mantenerse, tanto dentro de él como dentro del ámbito de un 
contrato público para trabajar en esa tarea. De hecho, al día de hoy podemos decir que dos de ellos ya 
no forman más parte del Plan. ¡Averigúen cuál fue la razón de ello y por qué los técnicos en algún 
momento hicieron un lock out corporativo para frenar lo que se estaba haciendo y rediseñarlo sobre la 
marcha con el fin de darle una base social mucho más clara! Esto es algo absolutamente real y, si la 
información se solicita, se puede fácilmente constatar. 


Actualmente, el Plan se encuentra en su segunda fase de desarrollo, que es la más pobre. 
En ella, la información es recabada entre las organizaciones, instituciones o personas referentes que 
pueden brindar información capacitada, pero no existen posibilidades de consensuar la manera en que 
se puede participar porque hay mucha gente que no quiere hacerlo. Nosotros, como representantes de 
la Asamblea Afrodescendiente, no estamos dispuestos a aportar insumos sin tener la garantía de que 
serán debidamente tratados y de que se convertirán en una política a futuro. 


A continuación, me gustaría que mis compañeras se refieran a la propuesta que hemos 
venido a presentar a los señores Senadores. 


SEÑORA MACIEL.- Esta es la tercera vez que Asamblea Afrodescendiente se presenta ante la 
Comisión pues ya lo había hecho en 2010, como consecuencia de una denuncia que hicimos con 
relación al Plan Nacional contra el Racismo y la Discriminación. Creemos que el contexto que se da 
ahora con las recomendaciones y la declaración del 2011 como el “Año Internacional de las Personas 
Afrodescendientes” es inmejorable para tomar acciones efectivas con relación a la población 
afrodescendiente. En principio, queremos ver cuál es la voluntad de la Comisión para asumir este tema 
y hacer un seguimiento porque nunca se nos dio una respuesta acerca de lo que había pasado ni se 
nos explicó por qué se habían tomado decisiones contrarias a las de la sociedad civil organizada 
afrodescendiente. Dado que el señor Presidente se ofreció para intermediar en este proceso, nos 
interesa que la Comisión le dé un cierre; nosotros como asamblea se lo dimos cuando decidimos no 
participar del inicio del desarrollo del Plan. Creemos que este hecho no se puede dejar así porque 
genera un precedente negativo con relación a la temática afrodescendiente. También queremos saber 
cómo lo está tomando el Gobierno, sobre todo porque contradice los principios que el Estado uruguayo 
ratificó a nivel internacional, como la Declaración y el Programa de Acción de Durban, al tratar todas las 
discriminaciones y no hacer políticas específicas y focalizadas en la población afrodescendiente. 


En síntesis, nuestra primera propuesta es que la Comisión intente dar a este tema una 
resolución diferente a la que ha tenido hasta ahora. 


La segunda propuesta -que tiene que ver con el contexto al que me referí anteriormente- es 
la necesidad de hacer públicas estas recomendaciones; la sociedad en general y específicamente la 
civil tiene que apoderarse de ella como un instrumento de incidencia política y de sus propios destinos. 
Queremos proponer, sobre todo al Parlamento -porque esta Casa representa al espectro político 
nacional- que presente estas recomendaciones juntamente con la Asamblea Afrodescendiente -que fue 
la que presentó el Informe alternativo en Ginebra, en febrero de este año- no solo para hacer una 
acción en el “Año Internacional de las Personas Afrodescendientes”, sino también para mostrar cuál es 
la posición del Parlamento -es decir, de los diferentes partidos políticos- con relación a este tema. 


Estas son las dos propuestas concretas y me gustaría saber cuál es su opinión. 


SEÑORA MOREIRA (Constanza).- Voy a solicitar que nos informen cuál es el carácter de la denuncia 
y en qué estado se encuentra. Recuerdo que, con posterioridad a la concurrencia de ustedes a la 
Comisión, vino el doctor Miranda y la verdad es que no tengo presente cuál fue la secuencia de las 
presentaciones; además, perdí contacto con este tema. Les pido que nos refresquen la memoria sobre 
el carácter de la denuncia y hasta dónde la siguieron. 


Por otra parte, tampoco sabía que se había lanzado el Plan. ¿Qué participación tiene la 
sociedad civil? Se hablaba de las asambleas comunitarias que se realizan para definir aspectos del 
Plan. Deseo saber qué carácter tienen esas reuniones. 


Asimismo, he constatado que hay once espacios creados en el marco del Plan y solo quedan 
dos. Quisiera que explicitaran qué pasó con la Secretaría que ya no existe, qué espacios están 
funcionando y cuáles no. 


Personalmente quiero disculparme porque, entre otros temas, perdí de vista lo que estaba 
sucediendo con este y reitero que no sabía que se había lanzado el Plan, pero comprometo el apoyo 
de la Comisión para que haya una articulación real y auténtica entre el Poder Ejecutivo y la sociedad 
civil con respecto a este asunto. 


Es todo, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores no desean hacer uso de la palabra, me permito 
aclarar a la señora Senadora Moreira que, luego de la concurrencia de los representantes de la 
Asamblea Afrodescendiente y de hacer una denuncia sobre dificultades en la formulación del proyecto 


con la cooperación española y la implementación del Plan contra el Racismo, la Comisión no tuvo 
oportunidad de recibir al doctor Miranda por este tema. 


SEÑORA MOREIRA.- Quizá fue recibido por otro tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Concurrió a la Comisión por otros temas, pero no con relación a este. Incluso, 
se sucedieron una serie de circunstancias por las que no pudo venir en el momento en que lo 
convocamos y, entonces, le perdimos un poco el rastro a la cuestión. Ciertamente, si la Comisión está 
de acuerdo, ese es un paso que puede dar en forma inmediata. 


Quiero aprovechar la presencia de los delegados de la Asamblea Afrodescendiente para 
pedirles una reflexión muy breve -porque ya estamos próximos a la hora de finalización de la sesión de 
esta Comisión- sobre las recomendaciones, porque recién tomo contacto con ellas y, por esa razón, no 
las conozco. 


En este documento hay veintinueve párrafos, de los cuales siete son celebraciones que hace 
el Comité con respecto a los avances del Uruguay y el resto son, como dice allí, motivo de 
preocupación y recomendaciones. 


En particular, me preocupan aquellas relacionadas con el Poder Legislativo, porque si bien 
tenemos potestades de contralor, también tenemos una facultad y un deber de legislación. Hay algunas 
recomendaciones vinculadas al papel legislativo. En la N* 9, se dice que el Comité recomienda al 
Estado Parte -en este caso, el Estado uruguayo- que apruebe una ley específica contra la 
discriminación racial o que integre, en su legislación en vigor, disposiciones que prohíban, de manera 
concreta y clara, la discriminación racial y la prevengan, de conformidad con el artículo 2” de la 
Convención. 


A su vez, el párrafo N* 11 dice que el Comité exhorta al Estado Parte a que adopte todas las 
medidas pertinentes para agilizar el proceso de aprobación y aplicación del Plan Nacional contra el 
Racismo y la Discriminación, en consulta con todos los interesados, tema del que han estado hablando 
quienes nos visitan y que se vincula más a la fase de contralor. 


En la N* 13 -en la parte de la recomendación en sí- se dice que, recordando las 
Recomendaciones generales Nos. 1, 7 y 15 en las que se reconoce el carácter imperativo y preventivo 
del artículo 4%, el Comité reitera su recomendación de que el Estado Parte incorpore en su Código 
Penal disposiciones que reflejen de manera efectiva tal artículo, en las que se tipifique como delito la 
difusión de teorías de superioridad o inferioridad racial y se prohíban las organizaciones que 
promuevan la discriminación racial e inciten a ella, así como la participación en sus actividades. 


No sé si habrá alguna Recomendación que tenga un elemento de tipo legislativo, pero creo 
que, junto con el seguimiento de la forma en que el Plan está siendo implementado, estos temas son 
importantes y deben ser abordados por la Comisión, por lo que nos gustaría escuchar un comentario 
de parte de quienes nos visitan para saber qué efectos esperan de ellas. 


SEÑORA MOREIRA (Carina).- Brevemente, quiero aclarar a la señora Senadora Moreira que el lugar 
que elegimos para hacer nuestra denuncia fue este. Como sociedad civil hicimos algunos movimientos 
que nos derivaron a la pertinencia de generar una denuncia pública. 


Hoy, lo que estamos solicitando o sugiriendo es la realización de una investigación porque 
cuando pedimos la información respecto al plan o al proyecto inicial -vuelvo a recordar que el proyecto 
madre surgió a iniciativa de la sociedad civil y tenía un carácter diferente al que tuvo finalmente- no nos 
fue brindada. Me acota la compañera que tampoco se cumplió con la Ley de de Acceso a la 
Información Pública, lo cual es cierto porque fue, justamente, en esa ley en la que nos basamos para 
solicitar la correspondiente información. 


Nuestra expectativa es que en el ámbito parlamentario se pueda promover alguna 
investigación o, tal vez -yendo un poco más lejos- promover un llamado a Sala para poder aclarar un 
tema que se viene arrastrando desde hace bastante tiempo y sobre el cual no se han brindado 
respuestas claras, y de esa forma, culminar definitivamente con el mismo. 


SEÑOR RIVERO.- Voy a ser muy concreto e intentaré responder algunas de las interrogantes que 
tenía la señora Senadora Moreira. 


No quisimos realizar la denuncia administrativa, sino que lo dejamos librado a la voluntad de 
los gobernantes y de las personas que directamente estaban implicadas en el tema. Existe un 
expediente a través del cual solicitamos que se nos explicara qué sucedió realmente. Sí tenemos 
información sobre lo que pudimos conversar específicamente con representantes del Ministerio de 
Educación y Cultura, como así también de lo que se conversó en Ginebra, a través de la Organización 
de las Naciones Unidas, con respecto a este tema. 


Nuestra preocupación radica en lo siguiente. Así como el plan de emergencia fue el buque 
insignia en determinado momento, respecto de la comunidad afrodescendiente el buque insignia, 
presentado por el Canciller Almagro en representación del Gobierno y por representantes del Uruguay 
en otros países, consistió en que nuestro país se comprometió a elaborar un Plan Nacional Contra el 
Racismo y la Discriminación, para el cual podría llegar a contar con la colaboración de US$ 20.000 o 
US$ 40.000 proporcionados por Naciones Unidas. También se comprometió, pero de una forma más 
doméstica, a presentar un plan nacional de derechos y oportunidades para la ciudadanía 
afrodescendiente. El proyecto madre, presentado a las cooperaciones europeas a través de un 
expediente, está en poder del Ministerio de Educación y Cultura. 


Entonces, ¿cuál es nuestra preocupación actual? Que la acción del Estado se contrapone 
con lo manifestado en la Conferencia Mundial Contra el Racismo y la Discriminación Racial, la 
Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia realizada en Durban, en el año 2001, y lo expuesto en 
la Conferencia sobre Racismo de la Organización de las Naciones Unidas celebrada en Brasilia, en el 
año 2006. Es decir que desde el punto de vista político, gubernamental y, fundamentalmente, desde la 
concepción de los derechos humanos, no se está cumpliendo. 


¿Cuál es el punto central? ¿Cuál es la situación actual del plan? El problema radica en que 
para la elaboración de este plan han participado no más de cincuenta personas afrodescendientes con 
un gasto bastante importante. Es decir que el plan operativo y estratégico ha sido bastante erróneo y 
de mucho conflicto desde el punto de vista técnico y profesional para quienes, de alguna manera, 
estamos involucrados con el tema de los derechos humanos y, específicamente, con el de los 
afrodescendientes. 


Por otro lado, se perdieron once espacios de Gobierno, no del plan. En el año 2005 se 
crearon once espacios formales, lo cual también es una preocupación. De esos once espacios, existen 
solo tres, de los cuales uno, de hecho, prácticamente ya no existe, ni en la implementación de su 
sección que está bajo la órbita de derechos humanos. En consecuencia, solo quedarían dos: uno en la 
Intendencia Municipal de Montevideo y otro en el Instituto Nacional de las Mujeres. Quiere decir que de 
lo formal al hecho se perdieron espacios en lo que tiene que ver con el presupuesto y la aplicación de 
políticas que involucren a la población afrodescendiente, aun teniendo en cuenta lo que el Estado 
uruguayo ya reconoció en Naciones Unidas -lo hizo nuestro Ministro de Relaciones Exteriores- en el 
sentido de que es una vergúenza que Uruguay tenga a su población negra afrodescendiente, 
ciudadanos uruguayos y uruguayas, en la condición de vida en que se encuentra. Aún hoy y a pesar de 
esas exclamaciones a nivel internacional -fundamentalmente en los ámbitos de Naciones Unidas- no 
ha habido una aplicación directa y no se puede medir el impacto de las acciones que se han hecho en 
estos tres espacios porque no hay forma de hacerlo, ya que no se han llevado a cabo acciones 
directas. 


En el informe alternativo hacemos algunas referencias a la declaración que se presenta de 
los DESC, con la discusión algo extraña sobre políticas universales y focalizadas porque el Estado 
uruguayo no reconoce que deba elaborar políticas para la comunidad afro uruguaya, lo que nos 
preocupa muchísimo. 


Para finalizar, quiero mencionar que estas recomendaciones retoman algunas otras que se 
hicieron en 1998. Quiere decir que durante 13 años se incumplieron acciones que deberían haberse 
tomado con respecto a los derechos humanos y a la calidad de vida de los ciudadanos. Eso es lo que 
nos preocupa. 


Hace poco tiempo estuvimos en la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de 
Representantes, porque estamos intentando apoyar a las víctimas de racismo. Este es otro punto 
importante porque ¿por qué se recomienda que se modifique el artículo 8%? Porque a nivel 
constitucional y penal no se aplica, teniendo en cuenta que los cuatro casos presentados -creo 
recordar que, de ellos, solamente uno tenía que ver con el tema afrodescendientes y los demás 
estaban vinculados a la comunidad judía- no han tenido un veredicto positivo respecto de la víctima y 
durante el proceso esta ni siquiera fue bien tratada. Entonces hoy, nosotros, como sociedad civil 
tenemos que estar apoyando a la víctima e intentando políticamente tomar con el Parlamento acciones 
que impacten directamente en ellas. Lo que hoy está planteando Naciones Unidas es que la carga de 
la prueba cae en la víctima. En la actualidad nuestro país reconoce la existencia de racismo y es 
llamativo que en 400.000 personas sólo se haya considerado un caso. Además, en lo que tiene que ver 
con la contención, las víctimas están teniendo más repercusiones en todos los aspectos, tanto en lo 
económico, social, laboral como en su salud, pero no se ha hecho nada. Hay dos cosas que impactan 
directamente cuando se habla de racismo y ellas son: la indiferencia y la omisión. Hemos podido 
comprobar la ignorancia que existe sobre la situación de la comunidad negra en oportunidad de hablar 
con representantes del gobierno o del poder político. Informamos que la comunidad negra está 
integrada por aproximadamente 400.000 personas de las que casi el 75% está en una situación de 
vulnerabilidad total con relación a la pobreza. Se nos ha contestado que no se sabía que esto sucedía, 
pero cuando volvemos -seis meses después- no se ha hecho nada, aunque se tienen los datos. Quiere 
decir que con relación a este tema, directamente, hay indiferencia y para nosotros es importante 
atacarla desde el Parlamento. 


SEÑOR URIOSTE.- Esos mecanismos que faltan y el hecho de que asombra que no haya una 
representación en el Estado, son los mismos sobre los que -sacando las siete recomendaciones 
que son protocolares- la ONU pregunta al Estado uruguayo por su impacto, resultados y números. En 
el resto de las 22 recomendaciones se pregunta por cada área de acción o de influencia del racismo en 
la población uruguaya. Lo insólito de todo esto -y no queremos ser duros pero a veces nos obligan a 
serlo- es que el Estado informa sobre mecanismos que hace cinco años que no existen, el Estado 
informa de actividades, de implementaciones o de proyectos a los que, sabemos, no les dio 
presupuesto, no los jerarquizó, no les dio una logística apropiada, no los ponderó; Por lo tanto, la 
persona o la institución se retiró. 


El informe presentado por el país contiene 70 páginas y nosotros hicimos uno alternativo de 
60 páginas, y todo lo que dice allí podemos probarlo. Para que tengan una idea concreta de la 
gravedad de esta situación, el Ministerio del Interior presenta informes que ya están en las 
recomendaciones de 1998 y 1999 y piden informes sobre la población carcelaria. Nosotros conocimos 
los datos reales recabados por el Ministerio sobre la población afro en el país, pero luego se perdieron. 
Cuando fue a Ginebra dijo: “Nosotros lo vimos”. Los datos sobre la población negra privada de libertad 
son importantes a la hora de definir políticas públicas. La respuesta de la ONU fue que si estuvieron 
desde 1998 y los perdieron, deben procurar obtenerlos nuevamente. Estamos esperando que 
reaccionen porque consideramos que es importante conocer los datos de la población negra privada de 
libertad y saber si el componente de población carcelaria se corresponde con la representación 
nacional o es mayor. Además, si es determinante la proporción de población afro en las cárceles, 
queremos participar, incluso, del debate público sobre minoridad. 


SEÑORA MOREIRA (Constanza).- ¿Ya tienen preparado este llamado informe sombra, alternativo del 
oficial? 


SEÑOR URIOSTE.- Sí, señora Senadora. 


SEÑORA MOREIRA (Constanza).- Pienso, entonces que sería bueno que esta Comisión tuviera una 
copia para hacer el repartido entre sus integrantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se hará. 


SEÑOR URIOSTE.- Los dos informes fueron presentados en Ginebra en un período de una semana. 
Primero presentamos nuestro informe sombra y a continuación el Estado presentó el suyo; nosotros 
estuvimos presentes como veedores. 


Hay una relación concreta entre las recomendaciones y el Plan Nacional Contra el Racismo y 
la Discriminación. La persona que estaba coordinando la Sección de Coordinación y Promoción de 
Políticas Públicas del Ministerio de Educación y Cultura para el tema afro -que era uno de los tres 
instrumentos que el compañero mencionó- tomó la tarea de implementar todo el desarrollo del Plan e 
hizo desaparecer lo anterior. Efectivamente fue así; no hizo lo que le pidieron. No se le puede pedir a 
esa Sección que presente un trabajo para los afrodescendientes y que luego se pierda por priorizar el 
hecho de arrancar con el Plan de manera alocada. Dijimos que concentrar en una persona tres tareas 
de importancia vital, no es una solución. En este momento, la persona que se encarga de implementar 
el Plan para los descendientes afro es la misma que coordina la Sección de Coordinación y Promoción 
de Políticas Públicas en el Ministerio de Educación y Cultura, además es la Secretaria en la Comisión 
Honoraria Contra el Racismo, la Xenofobia y toda otra forma de Discriminación. Es decir que si uno 
pretende que el Plan se desenvuelva con absoluta eficacia, lo primero que espera es que se 
descentralicen las tareas y se generen más espacios para que las personas afro tengan la capacidad 
política y operativa de trabajar. El Plan es como un elefante en un bazar: va destruyendo en vez de ir 
construyendo. 


SEÑORA MACIEL.- Voy a ser breve porque el señor Urioste ya habló de varios de los puntos a los que 
iba a hacer referencia. 


Las recomendaciones versan sobre la importancia de los datos estadísticos y la dimensión 
racial está incorporada al censo que se va a llevar a cabo en setiembre. Es importante agregar datos 
sobre la producción de información de los Ministerios para medir el impacto de las políticas en la 
población afrodescendiente. Quiero aclarar que ese es un punto en el cual el Comité está interesado y 
quiere informarse; incluso, antes de la fecha en que debía presentarse el informe oficial, solicitó 
información sobre el impacto de las políticas en la población afrodescendiente. 


Otro de los temas incluidos en las recomendaciones tiene que ver con el acceso a la Justicia 
de los casos de discriminación racial. Precisamente, tal como señaló el compañero Rivero, existe 
dificultad para la judicialización de esos casos, en lo cual estamos trabajando. 


Las recomendaciones también se refieren a la aplicación de medidas específicas para 
superar la desigualdad étnico-racial. Aquí se preguntó si había alguna recomendación relacionada 
específicamente con el Parlamento y se nombraron aquellas que tienen que ver con el desarrollo de la 
legislación, pero existe una en particular -la N* 14- que se refiere a la promoción de la representación 
de las personas afrodescendientes a nivel parlamentario y de su participación partidaria. Esto quiere 
decir que este tipo de participación debe hacerse extensiva a los partidos políticos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos la visita y les decimos que quedamos en deuda puesto que 
debemos proseguir con la consideración de este asunto, sobre lo cual les vamos a ir informando. Nos 
gustaría que, mientras tanto -tal como solicitó la señora Senadora Moreira- nos hicieran llegar una 
copia del informe alternativo y, a la vez, nosotros pediremos el informe oficial presentado por el 
Gobierno a los efectos de poder cotejar ambos documentos. 


(Se retiran de Sala los representantes de Asamblea Afrodescendiente) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de los asuntos entrados. 


(Se da de los siguientes:) 


Nota de los usuarios del Comedor N* 6 del INDA, sito en Comercio y Morelli, que fue recientemente 
repartida. Solicitan se implemente el sistema de tiques y no el de viandas. Se trata de una nota que 
ellos mismos enviaron al INDA y creo que van a solicitar una entrevista. 


Carpeta N* 566, de 2011, Distribuido N* 774, relativo a personas en situación de calle. Obligatoriedad 
de su asistencia. 


SEÑORA SECRETARIA.- Debo decir que quedó confirmada la asistencia de la señora Ministra de 
Desarrollo Social a esta Comisión para el próximo lunes 13. 


SEÑOR MORODO.- Conversamos con la señora Senadora Xavier sobre las personas en situación de 
calle, y consideramos útil y necesario oír la opinión de las autoridades de los Ministerios de Desarrollo 
Social -podemos aprovechar el hecho de que la próxima semana concurrirá la señora Ministra- Interior 
y Salud Pública. 


SEÑORA MOREIRA.- Reforzando la idea, debo decir que había recibido alguna comunicación del 
MIDES -el proyecto de ley tomó luz pública- el que expresó su intención de ser consultado al respecto. 
Por ello, pienso que podríamos tratar el punto específico el próximo lunes, cuando venga la señora 
Ministra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer una rápida reflexión sobre el proyecto de ley. No tengo ningún 
problema con su objetivo pues entiendo que tiene una finalidad humanitaria que hay que acompañar. 
Sin embargo, tengo un par de dudas respecto del mecanismo jurídico que, entiendo, deberíamos 
solucionar. La primera es la limitación de los derechos individuales, incluido el derecho de libertad. Si 
no entiendo mal, solo podría afectarse por una razón de interés general pero, en este caso, lo que hay 
son motivos de interés personal. Por ello, me gustaría contar con una opinión jurídica para que no 
estuviéramos aprobando un proyecto de ley que luego tuviera dificultades desde ese punto de vista. 
Por tanto, tal vez se podría realizar una consulta con Jurídica del Palacio Legislativo. 


El segundo aspecto va en la misma línea. En el caso de las personas internadas en el 
Hospital Piñeyro del Campo, en el Hospital Vilardebó o en las Colonias y, con más razón aún, de los 
niños que son internados en las dependencias del INAU, siempre interviene un Juez que es quien 
dispone la internación obligatoria. Sin embargo, en este proyecto de ley eso no está contemplado y, por 
ende, tengo dudas desde el punto de vista jurídico. 


SEÑOR MORODO.- Comparto las inquietudes del señor Presidente en cuanto a las limitaciones. Esta 
es una discusión central si se analizan las situaciones límites porque ¿hasta qué punto se considera el 
derecho individual que debe resguardarse y hasta qué punto el interés general de todos los integrantes 
de la sociedad, para que esas personas tengan una asistencia humana? Entiendo que esos son dos 
aspectos a tener en cuenta. 


Con respecto a este punto, debo decir que comparto totalmente la posición porque se hace 
con total prescindencia de la Justicia, lo que se podría solucionar pues esta es una ley que obliga y si 
está legislada en el marco de la Constitución todos la tienen que acatar. Entonces, en forma 
simultánea, se podría dar noticia al Poder Judicial cuando se hace alguna intervención de este tipo, de 
modo que esté tutelada la posible violación, así como también al Ministerio Público que es el 
encargado de la defensa de los intereses generales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Deberíamos pedir un informe jurídico. 


SEÑORA MOREIRA.- Voy a solicitar que al considerar este punto esté presente la señora Senadora 
Xavier que es quien ha llevado adelante esta iniciativa y, por consiguiente, debe tener claridad sobre 
los casos que se encuentran en esta situación. Hago la solicitud porque entiendo que la Senadora 
podría dar alguna justificación argumental más adecuada y consistente sobre el proyecto. 


SEÑORA SECRETARIA.- Buscando antecedentes sobre el tema de los ciudadanos en situación de 
calle, encontré una iniciativa del año 2006, la Carpeta N* 616/06. En su exposición de motivos, que 
está firmada por el señor Senador José Korzeniak, se hace referencia al artículo 44 de la Constitución 
y entiendo que este material podría servir de apoyo a la Comisión. Esto lo firman las señoras 
Senadoras Lucía Topolansky y Mónica Xavier, y los señores Senadores Baráibar, Cid, Korzeniak, 
Lorier, Michelini, Nicolini, Eduardo Ríos, Jorge Saravia y Víctor Vaillant. Obviamente, eso no prosperó, 
y pude observar que figuraba como un borrador. De todos modos, el artículo 44 de la Constitución da 
una explicación al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Desde un punto de vista práctico, sugeriría a la Comisión que a través de 
Secretaría pidamos un informe del Departamento Jurídico a fin de ver la constitucionalidad de la 
disposición que estamos proponiendo. Sería importante contar con esa información lo antes posible, 
más precisamente para el lunes de la semana próxima -no sé si ese día ya se reintegra la señora 
Senadora Xavier- aprovechando que vienen las autoridades del Mides, a quienes podríamos plantear 
este tema. El articulado es muy sencillo, así que, luego de esa consulta, estaríamos en condiciones de 
considerar el texto y resolver el asunto. 


SEÑOR TAJAM.- Pienso que podríamos poner en antecedentes de este tema a las autoridades del 
Mides para que el próximo lunes ya tengan prevista la discusión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 37 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


